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PRESIDENCIA 

ASUNTO: Resolución de Reclamaciones presentadas al amparo del artículo 24 de 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno 

En respuesta a la Reclamación con número de referencia RT/0347/2018 presentada 
, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 

y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

11. ANTECEDENTES 

1. En fecha 26 de julio de 2018 tuvo entrada en este Consejo, la reclamación 
formulada por la interesada al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno (en adelante, la L TAIBG), al no recibir respuesta por parte del 
Colegio Oficial de Enfermería de Madrid. 

2. La presente reclamación trae causa en la solicitud de información formulada el 18 
de mayo de 2018 en concreto: 

"vengo a solicitar copia de las actas de la junta General de la Junta de 
Gobierno y de la Comisión Permanente correspondiente a los años 2015, 2016, 
2017 y 2018. 

3. Mediante oficio de 6 de agosto de 2018, por la Oficina de Reclamaciones de las 
Administraciones Territoriales de este Consejo se traslada el escrito de 
reclamación planteada a la Secretaría del Colegio Oficial de Enfermería de 
Madrid, para que en el plazo de quince días hábiles formulen las alegaciones que 
estimen convenientes y aporten la documentación en la que se fundamenten las 
mismas. 

ctbg@consejodetransparencia.es 



4. Con fecha de entrada de 28 de agosto de 2018 se reciben en este organismo las 
alegaciones donde se informa que: 
 

“PRIMERA.- CONCURRENCIA DE CAUSA DE INADMISIÓN DE LA 
RECLAMACIÓN 

Por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno debe apreciarse la 
existencia de CAUSA DE INADMISIÓN DE LA RECLAMACIÓN presentada por 

, dado su carácter extemporáneo, por "haber 
transcurrido el plazo para la interposición del recurso", todo ello de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 116 d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en 
adelante Ley 39/2015), con relación a los artículos 20.1 y 4, 23.1 y 24.1 y 2 
LTAIBG. 

 
(…) Así, la solicitud de acceso a información pública de  

, fechada el día 16 de mayo de 2018, tuvo entrada en el 
Registro General de esta corporación el día 18 de mayo de 2018, por lo que se 
entendió desestimada el 18 de junio, mientras que la reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se interpuso el día 1 de agosto de 
2018, es decir, una vez superado holgadamente el plazo de un mes previsto en 
el artículo 24.2- LTAIPBG, determinando su carácter extemporáneo, lo que 
impide que por parte del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno pueda 
entrar a conocer sobre el fondo del asunto, debiendo inadmitir la reclamación a 
trámite. 
 
SEGUNDA.-  INADMISIBILIDAD DE LA SOLICITUD POR EXIGIR UNA 
ACCIÓN PREVIA DE REELABORACIÓN Y POR TENER UN CARÁCTER 
ABUSIVO NO JUSTIFICADO CON LA FINALIDAD DE TRANSPARENCIA DE 
LA LEY. 

El artículo 17.2.b) LATIBG exige al solicitante que concrete la información que 
se solicita, bastando la mera lectura de la solicitud no solo para verificar la 
ausencia de dicho requisito legal sino para constatar que la solicitud, en los 
concretos términos en que está formulada, tiene un carácter abstracto, 
genérico, indiscriminado y masivo, que, sin duda, evidencia que el ejercicio del 
derecho de acceso se realiza vulnerando el ordenamiento jurídico, 
constituyendo un ejercicio antisocial y un abuso de derecho. 
 
Además, la divulgación de la información solicitada exige una acción previa de 
reelaboración de todas las actas solicitadas. 
 
Esto es así por un doble motivo: por un lado, debido a la propia naturaleza 
jurídica mixta o bifronte de los colegios profesionales –corporaciones de 
derecho público de base asociativa privada- es público y notorio que la mayor 
parte de su actividad tiene carácter privado, esto es, actividad no sujeta a 
Derecho Administrativo ni a la LATIBG, y, por otro, incluso en aquellos casos 
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en que la actividad sí tiene un innegable carácter público por corresponderse 
con el ejercicio de funciones públicas, como por ejemplo ocurre en todos 
aquellos procedimientos y acuerdos de los órganos de gobierno relacionados 
con ámbitos como la gestión de colegiados o la tramitación de procedimientos 
por infracciones deontológicas, precisaría de la eliminación de todos los datos 
de carácter personal que contienen. 
 
Por tanto, y, en aplicación de lo previsto en los artículos 15 y 18.1. letras c) y e) 
LTAIBG la solicitud, en los concretos términos en que está formulada, no reúne 
los requisitos de admisibilidad previstos en la ley.” 

 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 

artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
el Presidente de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  
 

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo 
establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé 
en sus apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 
“1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en 
los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen 
las Comunidades Autónomas. (…).  
 
2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en el que 
se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los gastos 
derivados de esta asunción de competencias”. 

En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Comunidad de Madrid (Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno) suscribieron el pasado 2 de 
noviembre de 2016 un Convenio para el traslado  del ejercicio de la competencia 
para la resolución de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 de la Ley 
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19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno  -BOE, n. 13, de 16 de enero de 2017- en los supuestos de 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y por las Entidades 
Locales incluidas en su ámbito territorial, así como por los entes, organismos y 
entidades integrados en el sector público autonómico o local. 

3. Con carácter preliminar al examen del fondo de la reclamación planteada, resulta 
oportuno recordar que la LTAIBG, al definir su ámbito subjetivo de aplicación, 
incluye en su artículo 2.1.e) a “Las Corporaciones de Derecho Público, en lo 
relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo”. 

 
Esta previsión legal implica que las Corporaciones de Derecho Público, por una 
parte, quedan sometidas al cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa 
definidas en el Capítulo II del Título I de la LTAIBG -artículos 5 a 11- en lo que 
atañe a sus “actividades sujetas a Derecho Administrativo”; y, por otra parte, que 
cualquier persona tiene derecho a acceder a la “información pública”, entendida 
ésta en los términos del artículo 13 de la LTAIBG y de acuerdo con el 
procedimiento regulado en el Capítulo III del Título I de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre -artículos 12 a 22-, que obre en poder de las Corporaciones de Derecho 
Público respecto, igualmente, de sus “actividades sujetas a Derecho 
Administrativo”.  
 
Al margen de lo acabado de reseñar, lo precedente es, por lo demás, el criterio 
seguido por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Unión Profesional 
en la denominada Guía de Transparencia y acceso a la información pública 
dirigida a los colegios y consejos de colegios profesionales y demás 
corporaciones de derecho público que ambas instituciones elaboraron 
conjuntamente en diciembre de 2016, y que se encuentra disponible en el sitio 
web oficial del Consejo 
[http://www.consejodetransparencia.es/ct_Home/consejo/criterios_informes_consu
ltas_documentacion/documentacion.html] 

 
4. Ya se ha tenido ocasión de precisar que, de acuerdo con la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional, los Colegios Profesionales tienen una naturaleza mixta o 
bifronte. Doctrina sistematizada en la STC 89/1989, de 11 de mayo -y reiterada en 
pronunciamientos posteriores, como la STC 3/2013, de 17 de enero, F.J. 5- en la 
que se sostiene lo siguiente:  

 
“Los Colegios Profesionales, en efecto, constituyen una típica especie de 
Corporación, reconocida por el Estado, dirigida no sólo a la consecución de 
fines estrictamente privados, que podría conseguirse con la simple asociación, 
sino esencialmente a garantizar que el ejercicio de la profesión -que constituye 
un servicio al común- se ajuste a las normas o reglas que aseguren tanto la 
eficacia como la eventual responsabilidad en tal ejercicio, que, en principio, por 
otra parte, ya ha garantizado el Estado con la expedición del título habilitante. 
[…] Así es como la legislación vigente configura a los Colegios Profesionales. 
Estos son, según el art. 1 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, «Corporaciones 
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de derecho público, amparadas por la Ley y reconocidas por el Estado, con 
personalidad jurídica propia, y plena capacidad para el cumplimiento de sus 
fines». […] Por consiguiente, cierto es que la CE, como antes se ha dicho, si 
bien constitucionaliza la existencia de los Colegios Profesionales no 
predetermina su naturaleza jurídica, ni se pronuncia al respecto, pero hay que 
convenir que con su referencia a las peculiaridades de aquéllos y a la reserva 
de Ley, remitiendo a ésta su regulación (art. 36), viene a consagrar su 
especialidad -«peculiaridad»- ya reconocida, de otro lado, por la legislación 
citada. […]”. –F.J.5-. 

 
Concretando más la definición y alcance de la naturaleza de los Colegios 
Profesionales, en el Fundamento Jurídico 6 de la misma Sentencia se añade que, 

 
“[…] la doctrina de este Tribunal es ya reiterada en lo que se refiere a la 
calificación jurídica de los Colegios Profesionales a partir de la STC 23/1984, 
en la cual, partiendo del pluralismo, de la libertad asociativa y de la existencia 
de entes sociales (partidos, sindicatos, asociaciones empresariales), se alude a 
la de otros entes de base asociativa representativos de intereses profesionales 
y económicos (arts. 36 y 52 CE.), que pueden llegar a ser considerados como 
Corporaciones de derecho público en determinados supuestos. La STC 
123/1987 se hace eco de esa doctrina y afirma su consideración de 
corporaciones sectoriales de base privada, esto es, corporaciones públicas por 
su composición y organización que, sin embargo, realizan una actividad en 
gran parte privada, aunque tengan delegadas por la ley funciones públicas […]. 
Y, en fin, la STC 20/1988, de 18 de febrero, reitera esta calificación y configura 
los Colegios Profesionales como personas jurídico-públicas o Corporaciones de 
Derecho público cuyo origen, organización y funciones no dependen sólo de la 
voluntad de los asociados, sino también, y en primer término, de las 
determinaciones obligatorias del propio legislador […]”, 

 
De acuerdo con lo anterior, cabe concluir sosteniendo el carácter complejo del 
régimen jurídico de los Colegios Profesionales, dado que carece de uniformidad el 
sistema, debiendo adaptarse a la naturaleza pública o privada de la actividad que 
desempeñe el Colegio en cada momento. Por lo demás, hay que advertir que su 
configuración como Corporaciones de Derecho Público de base privada que 
desarrollan funciones públicas, se justifica por el cumplimiento de diferentes 
intereses públicos, entre los que pueden mencionarse la ordenación del ejercicio 
profesional, el cumplimiento de las normas deontológicas, el ejercicio de la 
potestad sancionadora, los recursos procesales, la defensa de los derechos e 
intereses de consumidores y usuarios, etc. –entre otras, STC 89/1989, de 11 de 
mayo, F.J. 7-.  

 
5. A tenor de las premisas acabadas de reseñar, cabe advertir que del conjunto de 

funciones que tienen encomendadas los Colegios Profesionales por el artículo 5 
de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, sólo pueden 
considerarse como públicas una parte del total que desempeñan, esto es, 
aquellas funciones que el Estado encomienda o delega en estos entes -p.ej. 
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representación y defensa de los intereses del sector ante las diferentes 
Administraciones con competencias en la materia; la regulación de la profesión; la 
colaboración de estas Corporaciones con las Administraciones públicas para el 
ejercicio de funciones relacionadas con el sector; las funciones que le haya podido 
delegar la Administración, etc.-, dado que el resto son funciones dirigidas al 
interés particular. 

 
De este modo, tal y como ya se ha advertido por este Consejo en resoluciones 
anteriores -RT/0015/2016, Fundamento Jurídico 7; RT/0023/2016, Fundamento 
Jurídico 7; y RT/0072/2016, Fundamento Jurídico 8- , se puede sostener que sólo 
el ejercicio de dichas funciones públicas es el que se sujeta a derecho 
administrativo y, en concreto, a la legislación sobre procedimiento administrativo y, 
además, sólo los actos dictados en el cumplimiento de tales funciones públicas 
que tienen atribuidas los Colegios son susceptibles de recurso contencioso-
administrativo.  
 
Cabe recordar en este sentido que están sujetos a derecho administrativo los 
actos relativos a la organización y funcionamiento de las Corporaciones y el 
ejercicio de las funciones administrativas que tienen atribuidas por la legislación 
que las rige o que les han sido delegadas por otras Administraciones Públicas. A 
estos efectos, el nuevo artículo 2.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas prevé que 
“Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en 
el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o 
delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por esta Ley”. 
Mientras que, finalmente, el artículo 2.1.c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, dispone que “El orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se 
susciten en relación con […] los actos y disposiciones de las Corporaciones de 
Derecho Público, adoptados en el ejercicio de sus funciones públicas”. 

 
6. Tras delimitar el alcance de la expresión “actividades sujetas a Derecho 

Administrativo” empleada por el artículo 2.1.e) de la LTAIBG para vincular a los 
Colegios Profesionales a la misma, corresponde a continuación examinar el fondo 
del asunto planteado en esta reclamación. El objeto específico que la motiva 
consiste en conocer las «actas de la Junta General de la Junta de Gobierno y de 
la Comisión Permanente correspondiente a los años 2015, 2016, 2017 y 2018».  

 
Como premisa para analizar este aspecto concreto hay que partir del hecho que la 
concreción del régimen jurídico de la organización y funcionamiento de los 
órganos colegiados de los Colegios Profesionales -Asamblea General, Junta de 
Gobierno o Directiva, Comisión Ejecutiva, etc.-, se lleva a cabo en la 
correspondiente norma estatutaria, marco normativo que ha de completarse con lo 
previsto en el citado artículo 2.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, que prevé la 
aplicación supletoria de la misma en todo lo no regulado en su normativa 
específica, tal y como sucede con las reglas generales sobre elaboración de actas 
de órganos colegiados.  
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Esta cláusula de cierre del sistema tiene por finalidad la cobertura de las posibles 
lagunas que se pudiesen plantear en la actividad colegial. De manera que es 
posible sostener que el régimen jurídico de los órganos colegiales, en todo aquello 
no previsto en los estatutos correspondientes, debe ajustarse a las previsiones 
establecidas en los artículos 15 y siguientes de la vigente Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de régimen jurídico del sector público, teniendo en cuanta, con relación a 
las actas de los órganos colegiados, lo previsto en el artículo 18. Aplicación de la 
Ley básica de régimen jurídico que ha sido admitida sin problema alguno por el 
Tribunal Supremo, que, en Sentencia de 27 de mayo de 2002, se pronuncia sobre 
la convocatoria de los órganos colegiados de los Colegios Profesionales 
afirmando que deben cumplirse los requisitos relacionados con las convocatorias 
y el orden del día de los órganos previstos en la hoy derogada Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento Administrativo Común.  
 
En función de lo expuesto en los párrafos precedentes, cabe concluir afirmando 
que  lo relacionado con el régimen jurídico de los órganos colegiados, incluido la 
elaboración de actas en los términos del artículo 18 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, se trata de una actividad sujeta a derecho administrativo.  
 
Tomando en consideración lo acabado de exponer, cabe señalar que las actas se 
configuran como una “información pública” a los efectos previstos en el artículo 13 
de la LTAIBG y, en consecuencia, el Colegio Profesional ha de facilitar “los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su forma o soporte” y que “hayan 
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio” de tal función pública en todo aquello 
que se refiera al ejercicio de funciones sujetas a derecho administrativo de las 
enumeradas en el artículo 7 de los Estatutos del Ilustre Colegio Oficial de Médicos 
de Madrid y 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero. Derecho de acceso que sólo 
encuentra el límite derivado de la garantía de la protección de datos de carácter 
personal ex artículo 15 de la LTAIBG. 

7. Con respecto a la reelaboración de la información alegado por el Colegio Oficial 
de Enfermería de Madrid, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a partir 
de diferentes resoluciones ha decantado unos criterios con relación a esta causa 
de inadmisión de solicitudes de información plasmados en un documento 
específico, elaborado en ejercicio de las funciones que tiene atribuidas este 
Consejo por las letras a) y e) del artículo 38.1 de la LTAIBG. Se trata del 
CRITERIO INTERPRETATIVO CI/007/2015, de 12 de noviembre, en el que se 
delimita el alcance de la noción de “reelaboración”  como causa de inadmisión de 
solicitudes de acceso a la información en el artículo 18.1.c) de la LTAIBG.  

 
En dicho documento se precisa el concepto de “reelaboración” en el sentido de 
que debe entenderse desde el punto de vista literal que reelaborar es, según 
define la Real Academia de la Lengua: "volver a elaborar algo". Es esta 
circunstancia la que es exigible para entender que estamos ante un supuesto de 
reelaboración». De manera que, continúa el CI/007/2015, «Si por reelaboración se 

FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 15/01/2019 15:22 | Resuelve | Sello de Tiempo: 15/01/2019 15:22



aceptara la mera agregación, o suma de datos, o el mínimo tratamiento de los 
mismos, el derecho de acceso a la información se convertirá en derecho al dato o 
a la documentación, que no es lo que sanciona el artículo 12 al definir el derecho 
como "derecho a la información"».  
 
De acuerdo con esta premisa, seguidamente se añade que, la reiterada causa de 
inadmisión «puede entenderse aplicable cuando la información que se solicita, 
perteneciendo al ámbito funcional de actuación del organismo o entidad que 
recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una respuesta, 
haciendo uso de diversas fuentes de información, o b) Cuando dicho organismo o 
entidad carezca de los medios técnicos que sean necesarios para extraer y 
explotar la información concreta que se solicita, resultando imposible proporcionar 
la información solicitada». 
 
Concluyendo con las siguientes consideraciones: 

 
• La decisión de inadmisión a trámite habrá de ser motivada en relación con 

el caso concreto y hará expresión de las causas materiales y los elementos 
jurídicos en los que se sustenta. 

 
• La reelaboración supone un nuevo tratamiento de la información y no debe 

confundirse con otros supuestos, tales como el volumen o la complejidad 
de la información solicitada, la inclusión de datos personales susceptibles 
de acceso parcial o de anonimización o el acceso parcial de la información, 
supuestos estos contemplados en los artículos 20.1, 15.4 y 16 de la Ley 
19/2013, que no suponen causas de inadmisión en sí mismos. 

 
• La reelaboración habrá de basarse en elementos objetivables de -carácter 

organizativo, funcional o presupuestario, identificando estos en la 
correspondiente resolución motivada. 
   

8. La primera consideración que se induce del artículo 18 de la LTAIBG y de los 
diferentes argumentos contemplados en el aludido CI/007/2015, de 12 de 
noviembre, se refiere al hecho de que el citado precepto legal enumera una serie 
de causas de inadmisión de solicitudes de acceso a la información que se 
configuran como reglas, en el sentido de que se trata de normas que sólo pueden 
ser cumplidas o incumplidas. Partiendo de ello, la interpretación de las causas de 
inadmisión al caso concreto ha de llevarse a cabo a través de la técnica de la 
subsunción, de acuerdo con la cual a “un supuesto de hecho” le corresponde “una 
consecuencia jurídica”. De acuerdo con ello, la forma de proceder en el presente 
caso consistirá, precisamente, en esclarecer si la información objeto de esta 
reclamación se trata de un supuesto de “reelaboración” -supuesto de hecho- a fin 
de determinar si resulta de aplicación la causa de inadmisión prevista en el 
artículo 18.1.c) LTAIBG -consecuencia jurídica-. 
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Este planteamiento ha de ser, necesariamente, completado por la interpretación 
que del alcance del precepto de referencia ha elaborado la jurisprudencia  
contencioso-administrativa. En este sentido hay que traer a colación el apartado 1 
del Fundamento de Derecho Cuarto de la Sentencia de la Sección Séptima de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la  Audiencia Nacional de 24 de enero 
de 2017, de acuerdo con el cual, 

 
“La Ley 19/2013,  ha venido a facilitar y hacer eficaz el derecho a la información 
de los ciudadanos sin necesidad de motivar la solicitud de información, es 
decir, la acreditación de un interés legítimo (art. 17.3), como se deducía del 
viejo art. 35 h y 37 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre del PAC, hasta la 
nueva redacción dada por dicha Ley 19/2013. Pero el derecho a la información 
no puede ser confundido con el derecho a la confección de un informe por un 
órgano público a instancia de un particular. Es por ello por lo que el 
mencionado art. 18.1.c permite la inadmisión de una solicitud cuando la 
información que se solicita requiere una elaboración y tarea de confección por 
no ser fácilmente asequible acceder a ella, pero sin que ello signifique deba ser 
objeto de una interpretación amplia. Por consiguiente, es indiferente que dicha 
información obre en poder de la Administración o ente público encargada de 
dispensarla. Y en estos términos hay que interpretar el art´. 13 de dicha Ley. de 
lo contrario se estaría alterando el objeto y espíritu de dicha Ley, que no parece 
haber convertido el derecho a la información pública en el derecho a obtener un 
informe solicitado sin previa tramitación de un procedimiento administrativo y 
con la finalidad de preparar la resolución que ponga término al mismo (art. 82 
de la Ley 30/1992). 
 

9. Tomando en consideración lo expuesto en el anterior Fundamento Jurídico cabe 
concluir estimando la reclamación presentada. En efecto, el Colegio Oficial de 
Enfermería de Madrid, tanto en la contestación ahora recurrida como en las 
alegaciones remitidas a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, alega la 
causa de inadmisión pero sin fundamentar la misma. La información solicitada, no 
conlleva reelaborar sino eliminar el contenido de carácter privado de las actas. 
Circunstancia que en este caso concreto no justifica, desde una perspectiva 
material, la invocación de la causa de inadmisión de reelaboración prevista en el 
artículo 18.1.c), dado que, la información no ha de Elaborarse expresamente para 
dar una respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información, según se 
afirma en el precitado CRITERIO INTERPRETATIVO CI/007/2015, de 12 de 
noviembre, o, en los términos empleados por la jurisdicción contencioso-
administrativa, concurre el presupuesto de que “la información requerida 
precisaría realizar nuevas operaciones de análisis, agregación e interpretación” –
Sentencia del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº 9, de 25 de 
abril de 2016-. 

 
De modo que, en este punto concreto se aprecia razonablemente que no concurre 
el supuesto de reelaboración previsto en el artículo 18.1.c) de la LTAIBG. 
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10. Para finalizar el Colegio Oficial de Enfermería de Madrid, deniega la información 
porque a su juicio, resulta de aplicación la causa de inadmisión del articulo 18.1 e) 
de la LTAIBG, según la cual “Se inadmitirán a trámite, mediante resolución 
motivada, las solicitudes que sean manifiestamente repetitivas o tengan un 
carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley”. 

 
El ejercicio abusivo de un derecho ha sido analizado por reiterada jurisprudencia 
(por todas, se destaca la Sentencia de 1 de febrero de 2006 rec. núm. 
1820/2000). Esta doctrina jurisprudencial se basa en la existencia de unos límites 
impuestos al ejercicio de los derechos, límites de orden moral, teleológico y social. 

Se trata de una institución de equidad que, para poder ser apreciada, exige la 
verificación de que la conducta valorada cumple los siguientes requisitos: 

(1) Aparentemente es correcta pero representa, en realidad, una extralimitación a 
la que la ley no concede protección alguna; y (2) Genera unos efectos negativos, 
normalmente daños y perjuicios. 

Además, de la base fáctica debe resultar patente (a) una circunstancia subjetiva 
de ausencia de finalidad seria y legítima (voluntad de perjudicar o ausencia de 
interés legítimo); y (b) una circunstancia objetiva de exceso en el ejercicio del 
derecho (anormalidad en el ejercicio del derecho). 

Aplicada esta doctrina al derecho de acceso a la información, este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, en ejercicio de las competencias legalmente 
atribuidas por el art. 38.2 a), aprobó el criterio interpretativo 3/2016, que se 
pronuncia en los siguientes términos:  

2.2. Respecto del carácter abusivo de la petición de información. 
 
El artículo 18.1. e) de la LTAIBG asocia el carácter abusivo de la solicitud a la 
condición de que la petición “no esté  justificada con la finalidad de la Ley”. 
 
De este modo hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de 
inadmisión:  
 
A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido 
cuantitativo: el hecho de que una misma persona presente un número 
determinado de solicitudes no determina necesariamente un ejercicio abusivo del 
derecho, y 
 
B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no 
llegue a conjugarse con la finalidad de la Ley. 
 
1. Así, una solicitud puede entenderse ABUSIVA cuando se encuentre en alguno 
de los supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a 
continuación: 
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⎯ Con carácter general, en aquellos casos en que pueda considerase 
incluida en el concepto de abuso de derecho recogido en el artículo 7.2 del 
Código Civil y avalado por la jurisprudencia, esto es: “Todo acto u omisión 
que por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en 
que se realice sobrepase manifiestamente los límites normales del 
ejercicio de un derecho”.  

⎯ Cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a paralizar 
el resto de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, 
impidiendo la atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público 
que tienen encomendado, y así resulte de acuerdo con una ponderación 
razonada y basada en indicadores objetivos 

⎯ Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros. 
⎯ Cuando sea contraria a las normas, las costumbres o la buena fe. 

 
2. Se considerará que la solicitud está JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA 
LEY cuando se fundamenta en el interés legítimo de: 
 

⎯ Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos 
⎯ Conocer cómo se toman las decisiones públicas 
⎯ Conocer cómo se manejan los fondos públicos 
⎯ Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas  

 
Consecuentemente, NO ESTARÁ JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY 
cuando: 
 

⎯ No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con 
anterioridad y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y 
basada en indicadores objetivos. 

⎯ Cuando tenga por finalidad patente y manifiesta obtener información que 
carezca de la consideración de información pública de acuerdo con la 
definición del artículo 13 de la LTAIBG. 

⎯ Cuando tenga como objeto o posible consecuencia la comisión de un ilícito  
civil o penal o una falta administrativa. 

 
Aplicado este Criterio, se puede concluir que no se está en presencia de una 
solicitud abusiva, puesto que lo que la interesada solicita son “las actas de la 
Junta General de la Junta de Gobierno y de la Comisión Permanente 
correspondiente a los años 2015, 2016, 2017 y 2018” un periodo de tiempo 
relativamente asumible. 
 
En definitiva,  se debe estimar la presente reclamación al tratarse de información 
de carácter público, en poder de un sujeto obligado por la LTAIBG. 

 

III. RESOLUCIÓN 
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En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por  

 y, en consecuencia, declarar su derecho a que se le entregue la 
información pública contenida en su solicitud. 

SEGUNDO: INSTAR al Ilustre Colegio de Oficial de Enfermería de Madrid a que 
en el plazo máximo de un mes facilite la información solicitada en los términos 
establecidos en el fundamento jurídico 6º, así como que en el mismo plazo de 
tiempo traslade a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno copia de la 
información solicitada que acredite el cumplimiento de esta resolución.  
 
De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

 
 

EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 

EL SUBDIRECTOR GENERAL DE   
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO. 

 

             Fdo.: Francisco Javier Amorós Dorda.
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